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El principio democrático en el actual constitucionalismo 
español: análisis y propuestas de reforma

A dr ián G a rcía Ort i z *

Sumario
1 El sistema democrático español a debate.  2 Aproximación al concepto de democracia 
como presupuesto de estudio.  3 La crisis del sistema representativo español.  4 La demo-
cracia participativa como respuesta a la crisis de legitimidad de la democracia representa-
tiva.  5 A modo de conclusión: la necesidad de una reforma constitucional. 

Cita online   e s/DOC /1/2020

Tras cuarenta años de vigencia de la Constitución española, urge una revisión y actualiza-
ción de las manifestaciones del principio democrático en aquel texto constitucional. En este 
sentido, el presente artículo trata no solo de analizar las principales debilidades de la demo-
cracia constitucional española sino también de articular propuestas coherentes de mejora de 
la calidad democrática. Se proponen para ello tres estadios: en primer lugar, una reconstruc-
ción del principio democrático sobre la base de las elaboraciones realizadas por la doctrina 
más autorizada; en segundo lugar, la identificación de aquellos aspectos deficitarios en la 
Constitución española en relación con su configuración democrática (relativos a los propios 
fundamentos de la democracia representativa, los partidos políticos y el sistema electoral); 
finalmente, la caracterización de la democracia participativa y sus principales manifestacio-
nes en el texto constitucional español —especialmente el referéndum y la iniciativa legislativa 
popular—, como vía de salida para la mejora de la salud democrática de España.

1  El sistema democrático español a debate
La crisis económica y financiera mundial de 2008 provocó la apertura de nuevos espa-

cios de debate en el ámbito del Derecho constitucional y la aceleración del proceso de 

DOCTRINA  
EXTRANJERA

	 * 	 Graduado en Derecho y Máster Universitario en Abogacía por la Universidad de Alicante (España). Especialista en 
Justicia Constitucional, Interpretación y Aplicación de la Constitución por la Universidad de Castilla-La Mancha. Entre 
su formación de posgrado destacan los Academy of European Law’s General and Specialized Courses on the Law of 
the European Union del European University Institute (Italia) y el curso «Metodología de la comparación jurídica» de 
la Università di Bologna (Italia). En la actualidad es investigador predoctoral del área de Derecho constitucional de la 
Universidad de Alicante.
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redefinición de conceptos nucleares como Estado, nación y soberanía. Particularmente 
importante fue el resentimiento del principio democrático, sobre el cual el debate ha tras-
cendido de la academia y se ha instalado en la ciudadanía.

Asistimos a un período de reflexión y de transición en materia democrática: el modelo de 
democracia representativa surgido a finales del siglo xviii, basado en la representación de la ciuda-
danía y en el sistema de mayorías y minorías, o de gobierno y oposición, ha sido sustituido, sin con-
sentimiento social, por un sistema en el que decisiones esenciales escapan del control ciudadano. 
El condicionamiento a las políticas estatales operado por grandes empresas transnacionales o la 
adopción de decisiones economicistas por una Unión Europea que asume progresivamente más 
competencias sin un mayor control democrático, se unen a los propios problemas de un sistema 
democrático que ya antes de la crisis requería de una revisión. No debemos dejar de tener presente 
que la Constitución española de 19781 procede de una transición desde un sistema autoritario, no 
de una revolución o ruptura, por lo que no pudo objetivamente desprenderse de los postulados 
esenciales del régimen precedente. Se instauró, pues, una democracia acorde con su momento 
histórico, pero necesitada hoy de ávidos avances en materia de participación ciudadana.

El objetivo del presente estudio es construir un marco teórico en el que tengan cabida 
los diferentes focos causantes de la crisis de legitimidad de la democracia representativa, de 
la que apuntaremos, como posible cauce de solución, una profundización en la democracia 
participativa. No es objeto del mismo acometer un análisis en profundidad de cada uno 
de los conflictos que a continuación se expondrán, sino articular una visión global de los 
principales retos a los que se tiene que enfrentar el Estado social y democrático de Derecho 
en los próximos años. Mucho se ha escrito sobre esta materia, pero desde muy diferentes 
perspectivas. Por ello, el artículo se dirigirá a elaborar un discurso que permita comprender 
las diferentes tensiones y problemáticas y las posibles respuestas a las mismas. No preten-
demos aportar a la doctrina una visión innovadora sobre este eje de debate, sino remarcar 
los puntos en común de los diferentes autores y señalar cómo sus posturas, aunque desde 
distintas perspectivas y hacia distintos objetivos, encajan en una misma argumentación.

A tal fin, hemos dividido el artículo en tres apartados. En el primero de ellos intentare-
mos clarificar y ofrecer una clasificación del principio democrático desde un punto de vista 
estrictamente doctrinal, con el objetivo de construir un fundamento teórico suficiente que 
nos permita comprender los problemas abordados posteriormente. En la siguiente parte 
estudiaremos las diferentes tensiones apuntadas por el constitucionalismo español a que es 
sometida la democracia actual. Finalmente, el último apartado del artículo está destinado a 
aportar una propuesta de respuesta a los diferentes conflictos señalados a lo largo del mismo. 

2 Aproximación al concepto de democracia como presupuesto de 
estudio

2 .1  “ U na  soc i e da d de moc rát ic a ava nz a da”
Tras cuarenta años de régimen autoritario, la Constitución española instauró un autén-

tico sistema democrático, de lo que quiso dejar constancia en su preámbulo: “[l]a Nación 

	 1 	 En adelante, CE.
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española (…) proclama su voluntad de (…) [g]arantizar la convivencia democrática dentro de la Cons-
titución y de las leyes conforme a un orden económico y social justo”, “[c]onsolidar un Estado de Derecho 
que asegure el imperio de la ley como expresión de la voluntad popular” y “[e]stablecer una sociedad 
democrática avanzada”. Aunque el preámbulo de la Constitución carece de valor normativo 
directo2, actúa como criterio interpretativo, síntesis axiológica o “forma de explicar o justificar 
la razón de ser de la disposición elaborada”3. En este sentido, el constituyente apunta al estableci-
miento de una sociedad democrática avanzada como objetivo o meta a conseguir no sólo a 
través del importante avance que per se supuso la CE, sino como un mandato a los poderes 
públicos, que deberán actuar en pro del mayor desarrollo posible de las potencialidades 
que ofrece el texto constitucional.

Deviene imprescindible, en este momento, aportar un concepto de democracia que nos 
permita asentar las ideas básicas para abordar el problema de fondo del presente ensayo: la 
crisis de la legitimidad de la democracia representativa. Concepto, no obstante, meramente 
instrumental, tentativo y subjetivo; recordemos a Tocqueville: “[l]o que más confusión pro-
voca en el espíritu es el uso que se hace de estas palabras: democracia, instituciones democráticas, gobierno 
democrático. Mientras no se las defina claramente y no se llegue a un entendimiento sobre su definición, 
se vivirá en una confusión de ideas inextricable, con gran ventaja para los demagogos y los déspotas”4.

La democracia es un sistema político que se define por contraposición al principio 
monárquico, en el que el rey es titular y depositario de la soberanía. Aragón5 apunta a que 
algunos de los problemas de la democracia actual son deudores, precisamente, del hecho de 
que muchas de las categorías jurídicas que podemos encontrar hoy en el Derecho constitu-
cional europeo guardan más coherencia con el principio monárquico alrededor del cual se 
construyeron que con el principio democrático al que deben servir hoy. En un sistema demo-
crático, la capacidad última de decisión ha de recaer, bien directamente bien por medio de 
representantes, en el pueblo, sobre el que recae la soberanía: es la ciudadanía quien ostenta 
la libertad, jurídicamente garantizada en un Estado de Derecho, para configurar su propio 
marco de convivencia.

2 .2  E l  pr i nc i pio de moc rát ico e n l a Cons t i t uc ión  e spañ ol a de 
1978 6

Reza el art. 1.1 CE que “España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho”. 
Dicha fórmula, síntesis de la evolución del constitucionalismo hacia las actuales consti-
tuciones normativas7, es relativamente novedosa, puesto que sólo un texto constitucional 
español, el de 1931, hace referencia al principio democrático, en su art. 1: “España es una 

	 2 	 Tribunal Constitucional, sentencia 36/1981, de 12 de noviembre de 1981, en Boletín Oficial del Estado, núm. 277 de 19 de 
noviembre de 1981. No sucede lo mismo en otras Constituciones, como la de la V República Francesa, de 4 de octubre 
de 1958.

	 3 	 Garrido Falla, Fernando. Comentarios a la Constitución. Madrid, Editorial Civitas SA, 1985, pág. 17.
	 4 	 de Tocqueville, Alexis. El Antiguo Régimen y la Revolución. Madrid, Alianza, 1982, vol. I, pág. 100. 

	 5 	 Aragón Reyes, Manuel. Constitución y democracia. Madrid, Editorial Tecnos, 1989, págs. 16 y 17.
	 6 	 Se emplea aquí la expresión “principio democrático” como sinónimo de democracia, sin perjuicio de que en su 

momento se realicen las oportunas distinciones conceptuales.
	 7 	 Balaguer Callejón, Francisco (coord.). Introducción al Derecho Constitucional. Madrid, Editorial Tecnos, 2011, págs. 55 

y 56.



104 8

revista jur ídica par aguaya la ley

año 43   Nº  4

República democrática de trabajadores de toda clase, que se organiza en régimen de libertad y de jus-
ticia”. Constituye un principio que, sin embargo, no aparece proclamado a efectos de ser 
considerado como un fin, sino que es caracterizador del Estado constitucional8. El princi-
pio democrático es un principio fundamental en cuanto que tiene carácter calificador de 
la forma de Estado; el art. 1.1. CE establece que el Estado español es un Estado, además e 
inseparablemente de “social” y “de Derecho”, “democrático”, esto es, un Estado en el que el 
poder, la capacidad de adopción de decisiones que afecten a todos los ámbitos de la realidad 
social, es ejercido por el pueblo español, titular de la soberanía nacional y del que emanan 
los poderes del Estado (art. 1.2 CE).

El objetivo último de este Estado social y democrático de Derecho es, como se citó, alcanzar 
una “sociedad democrática avanzada”, lo que nos remite inexorablemente al art. 9.2 CE, según 
el cual “corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del 
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o dificulten 
su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social”. 
Este artículo, según Garrido9 tiene una eficacia jurídica discutible, pues es un precepto de 
carácter programático cuya operatividad práctica es escasa: poco factible resulta que se pueda 
fundamentar un recurso de inconstitucionalidad en base al mismo o que se pueda exigir a la 
Administración una actuación con fundamento en él. Sin embargo, fue considerado un logro 
por parte de las posturas más prodemocráticas, pues suponía la proclamación “de una democracia 
de frontera, móvil, de una democracia real, de una democracia tremendamente dinámica”10.

2.3  U na  propu e s ta de c l a r i f ic ac ión t e ór ic a
Siguiendo a Aragón11, es posible realizar una clasificación de los diversos conceptos y ele-

mentos que integran el término “democracia” a partir de la diferenciación entre la democracia 
como principio y la democracia como conjunto de reglas en que se despliega ese principio.

2 .3 . 1  L a  de mo c r ac i a como pr i nc i pio
En su consideración de principio, la democracia puede, a su vez, admitir dos acepcio-

nes. En primer lugar, como principio general del ordenamiento jurídico: la fórmula de la 
constitución de España en un “Estado social y democrático de Derecho” es un principio 
estructural que impregna y sirve de cauce interpretativo de todo el articulado constitucio-
nal y, por extensión, todo el ordenamiento jurídico. Como principio constitucional, tiene 
un carácter fundamental, inspirador del ordenamiento jurídico y, además de fuente subsi-
diaria, es “fuente normativa inmediata”12.

En segundo lugar, la democracia es un principio legitimador de la Constitución y, en 
consecuencia, del poder y del Derecho. Esto es, la democracia es pieza fundamental que 
explica, legitima y justifica el sistema jurídico-político. Como señaló Rubio Llorente13, 

	 8 	 Aragón Reyes, Manuel. op. cit., pág. 100.
	 9 	 Garrido Falla, Fernando. op. cit., págs. 156 y 157.
	 10 	 Diario de Sesiones del Senado, núm. 42, de 23 de agosto de 1978, p. 1731. Intervención del senador del grupo parla-

mentario Unión de Centro Democrático David Pérez Puga.
	 11 	 Aragón Reyes, Manuel. op. cit., pág. 17.
	 12 	 Ibídem, pág. 83
	 13 	 Rubio Llorente, Francisco. La Constitución como fuente del Derecho, en AA.VV. La Constitución española y las fuentes del 
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Constitución y Constitución democrática son dos conceptos indisociables. La Constitu-
ción se configura como un pacto entre gobernantes y gobernados que establece un marco 
de convivencia basado en la aceptación de que la soberanía reside en las generaciones vivas, 
de manera que los gobernados disponen de una verdadera libertad para ejercer un control 
sobre los titulares ocasionales del poder. La democracia constitucional implica una juridi-
ficación de la democracia y una concepción de la soberanía desde una óptica jurídica y, por 
tanto, limitada14.

De esta manera, la democracia es el principio legitimador de la Constitución porque, pri-
mero, emana del pueblo: fue el resultado del debate entre diversas fuerzas políticas, expresi-
vas del pluralismo político y fue aprobada por una amplia mayoría de la sociedad española15. 
Y, segundo, porque el Estado resultante de la Constitución queda establecido como un sis-
tema democrático que garantiza la atribución de la soberanía al pueblo. La legitimidad de la 
Constitución, como indica Aragón16, es interna y jurídica y no simplemente externa.

2.3.2 Despliegue normativo del principio democrático
El principio democrático, asimismo, inspira un conjunto de reglas e instituciones que aca-

ban por configurar un completo sistema democrático. Debemos distinguir dos dimensiones:
En primer lugar, una dimensión material, la relativa a la democracia como principio expli-

cativo de los derechos fundamentales. A tal dimensión pertenecen los valores de libertad e 
igualdad, objetivos últimos de la democracia, que han de incidir necesariamente en el ejercicio 
efectivo de los derechos fundamentales proclamados en el texto constitucional, pues, como 
señaló Torres del Moral17, la democracia política ha de ser también democracia social.

En segundo lugar, desde una dimensión estructural, el término democracia eng-
loba conceptos como el de división de poderes, pluralismo y democracia representativa 
y directa. Hacemos referencia, pues, a las manifestaciones de la estructura orgánica y de 
funcionamiento diseñada por el principio democrático: pluralismo18; división, control y 
responsabilidad del poder; gobierno de la mayoría y respeto de las minorías; 

Derecho. Madrid, Instituto de Estudios Fiscales, 1979, vol. I, pág. 61.
	 14 	 Aragón Reyes, Manuel. op. cit., pág. 30.
	 15 	 En aplicación de lo dispuesto en el art. 3 de la Ley 1/1977, de 4 de enero, para la Reforma Política, por medio del Real 

Decreto 2550/1978, de 3 de noviembre, se convocó el referéndum para la aprobación del proyecto de Constitución, 
que tuvo lugar el 6 de diciembre siguiente, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 2120/1978, de 25 de agosto. El 
proyecto fue aprobado por el 87,78% de votantes, que representaba el 58,97% del censo electoral.

	 16 	 Aragón Reyes, Manuel. op. cit., pág. 42.
	 17 	 Torres del Moral, Antonio. Principios de Derecho Constitucional Español. Madrid, Servicio de publicaciones de la Facul-

tad de Derecho, Universidad Complutense de Madrid, 1998, pág. 48.
	 18 	 Acerca del pluralismo, Torres del Moral efectúa una distinción entre pluralismo político (art. 1.1 CE), esencial-

mente referido a los partidos políticos (art. 6 CE), a los grupos parlamentarios (art. 78 CE) y a los “grupos políticos con 
representación parlamentaria” (art. 99 CE); pluralismo lingüístico (art. 3 y 20.3 CE); el pluralismo social, que incluye 
el pluralismo sindical y de asociaciones empresariales (art. 7 y 28 CE), el pluralismo de colegios y organizaciones 
profesionales (arts. 36 y 52 CE), el pluralismo jurídico normativo, cuyas manifestaciones están representadas por la 
coexistencia del ordenamiento estatal y autonómico, la autonomía interna de que gozan entes públicos o privados 
como las universidades, los colegios profesionales o los partidos políticos, y el hecho de que los representantes de los 
trabajadores y de los empresarios puedan concertar convenios laborales colectivos con fuera vinculante frente a todos 
(art. 37.1 CE); el pluralismo autonómico (art. 2 y Título VIII CE); y el pluralismo religioso, ideológico y de creencias 
(art. 16 CE). Torres del Moral, Antonio (1998). op. cit., pág. 81.
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institucionalización de la oposición y reversibilidad de las opciones políticas; publicidad; y 
derecho de participación ciudadana, según el cual los ciudadanos tienen el derecho a par-
ticipar en los asuntos públicos (art. 23.1 CE). El Tribunal Constitucional19 ha señalado que 
la participación ciudadana, que “tanta importancia ha tenido y sigue teniendo en las democracias 
actuales y [a la] que fue especialmente sensible nuestro constituyente”, se configura por la Constitu-
ción como un “mandato de carácter general a los poderes constituidos para que promuevan la partici-
pación en distintos ámbitos” (arts. 9.2 y 48 CE) y como un verdadero derecho subjetivo (arts. 27.5 
y 7, 105 y 125 CE)20. No obstante, estas referencias no son manifestaciones del derecho de 
participación que garantiza el art. 23.1 CE, ya que “en el art. 23.1 CE se trata de las modalidades 
—representativa y directa— de lo que en el mundo occidental se conoce por democracia política, forma de 
participación inorgánica que expresa la voluntad general, mientras que en los restantes preceptos a que se 
ha hecho alusión (…) se da entrada a correctivos particularistas de distinto orden”. En cualquier caso, 
existe una estrecha vinculación entre los derechos reconocidos en los apartados 1 y 2 del 
art. 23 CE y el principio democrático, manifestación, a su vez, de la soberanía popular21. 

De este modo, sólo desde la perspectiva democrática podemos entender preceptos 
como los artículos 6 y 7 CE, que reflejan el pluralismo político22 y social (que se añaden a 
su consideración como valor superior del ordenamiento jurídico), la exigencia a todos los 
grupos y organizaciones reconocidos (partidos políticos, sindicatos, asociaciones empre-
sariales y colegios profesionales) de una estructura interna y un funcionamiento democrá-
ticos (arts. 6, 7, 36 y 52 CE), el derecho de petición del art. 29.1 CE o la exigencia de que el 
sistema educativo tenga por objeto “el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a 
los principios democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales” (art. 27.2 CE).

La democracia, en fin, debe ser considerada como la elevación a categoría jurídica del 
axioma según el cual el pueblo es un fin en sí mismo, con el objetivo último de conformar 
un sistema político garante de la igualdad y de la libertad. Es, a su vez, un principio legitima-
dor e inspirador de todo el ordenamiento jurídico en cuanto que fundamento de la Norma 
Fundamental y del sistema de funcionamiento y organización del Estado español.

3 La crisis  del sistema representativo español
Los españoles “suspenden rotundamente a las instituciones y actores encargados de hacer valer 

el cumplimiento efectivo de estas esferas: el Estado de Derecho, por un lado, y los gobernantes y parti-
dos políticos, por otro, a los que acusan de ser corruptos, poco sensibles a sus demandas y escasamente 
capaces para desarrollar sus funciones”23. La democracia representativa española fue diseñada en 

	 19 	 En adelante, TC.
	 20 	 Tribunal Constitucional, sentencia 119/1995, de 17 de julio de 1995, en Boletín Oficial del Estado, núm. 200 de 22 de 

agosto de 1995, Fundamento Jurídico 4.

	 21 	 Tribunal Constitucional, sentencias 32/1985, de 6 de marzo de 1985, en Boletín Oficial del Estado, núm. 74 de 27 de marzo de 
1985; 149/1988, de 14 de julio de 1988, en Boletín Oficial del Estado, núm. 203 de 24 de agosto de 1988; 71/1989, de 20 de abril 
de 1989, en Boletín Oficial del Estado, núm. 121 de 22 de mayo de 1989; 212/1993, de 28 de junio de 1993, en Boletín Oficial del 
Estado, núm. 183 de 2 de agosto de 1993; 80/1994, de 14 de marzo de 1994, en Boletín Oficial del Estado, núm. 89 de 14 de abril 
de 1994; 111/1995, de 4 de julio de 1995, en Boletín Oficial del Estado, núm. 184 de 3 de agosto de 1995; entre otras. 

	 22 	 Para el TC, el pluralismo político es “un valor fundamental y un requisito del funcionamiento del Estado democrático”. Tribunal 
Constitucional, sentencia 12/1982, de 31 de marzo de 1982, en Boletín Oficial del Estado, núm. 95 de 21 de abril de 1982, 
Fundamento Jurídico 3).

	 23 	 Palacios Brihuega, Irene. Los españoles y la calidad de la democracia. Madrid, Centro de Investigaciones Sociológicas, 
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el proceso constituyente por imitación de los modelos del entorno europeo. Huelga decir 
que dicha influencia fue del todo necesaria, en cuanto que España carecía de una tradición 
democrática inmediata previa que le sirviera de apoyo para el nuevo sistema que preten-
día implantarse. Algunos autores, como Chueca24, resaltan que el grado de exigencia al 
instituto de la representación política contrasta con la caracterización de nuestro sistema 
democrático y representativo como un modelo inmaduro en comparación con aquéllos de 
los que España había tomado ejemplo. No obstante, si bien es cierto que dicho argumento 
podría admitirse en los primeros años de consolidación de la democracia, actualmente 
deviene imprescindible reordenar el poder democrático ante la progresiva pérdida de lo 
público de espacios políticos25.

Nos proponemos, pues, analizar aquellas instituciones del sistema representativo que care-
cen del suficiente grado de calidad democrática que demanda la sociedad actual. Ahora bien, 
con carácter previo, hemos de advertir que nos situamos en una órbita de democracia repre-
sentativa26. Considerando que la democracia representativa y la democracia directa no son anta-
gónicos, sino que el primero designa un sistema político mientras el segundo un conjunto de 
instituciones que complementan el primero y que se caracteriza por un refuerzo de la participa-
ción ciudadana, analizaremos el sistema democrático desde la perspectiva de la representación.

3 .1  R e pr e se n tac ión de moc rát ic a y pa rt i d os  p ol ít icos
Democracia y partidos políticos han devenido conceptos indisociables. Así se pronunció 

el TC: “hoy día todo Estado democrático es un Estado de partidos”27. La participación de la ciudada-
nía en los asuntos públicos se realiza por medio de representantes y la actuación de éstos se 
produce, necesariamente, a través de los partidos políticos, que adquieren una dimensión 
institucional mediante su constitución en grupos parlamentarios, a través de los cuales el 
parlamento, que se ha erigido así en representante del pueblo español (art. 66.1 CE), puede 
intervenir en la vida de los ciudadanos. Son los partidos políticos, en definitiva, los que 
proveen los órganos de representación política del Estado.

Los partidos políticos28 expresan el pluralismo político, concurren a la formación y 

Colección «Opiniones y Actitudes», núm. 74, 2016, pág. 35.
	 24 	 Chueca Rodríguez, Ricardo Luis. Representación y Constitución, en AA.VV. Constitución y democracia. 25 años de Cons-

titución democrática en España. Actas del Congreso celebrado en Bilbao los días 19 a 21 de noviembre de 2003. Bilbao, Servicio 
Editorial de la Universidad del País Vasco, 2005, vol. I, pág. 159.

	 25 	 Sánchez Barrilao, Juan Francisco. Tecnología, democracia y fuentes del Derecho, en AA.VV. Constitución y democracia. 25 
años de Constitución democrática en España. Actas del Congreso celebrado en Bilbao los días 19 a 21 de noviembre de 2003. Bilbao, 
Servicio Editorial de la Universidad del País Vasco, 2005, vol. I, pág. 467.

	 26 	 Por razones de espacio, centraremos la atención en el Congreso de los Diputados. Respecto del Senado, unos breves 
apuntes: el Senado, que en la práctica legislativa se ha convertido en una “cámara de congelación”, se concibió en el 
proceso constituyente como una “cámara de reserva”, abierta al devenir de la evolución política y constitucional. En 
realidad, como sugiere Chueca, las críticas ciudadanas no se dirigen strictu sensu al bicameralismo, sino a la propia 
utilidad del Senado. Chueca Rodríguez, Ricardo Luis. op. cit., págs. 163 y 164.

	 27 	 Tribunal Constitucional, sentencia 3/1981, de 2 de febrero de 1981, en Boletín Oficial del Estado, núm. 47 de 24 de febrero 
de 1981, Fundamento Jurídico 1.

	 28 	 La naturaleza jurídica de los partidos políticos es discutible. Para el TC, son “órganos que actualizan como voluntad 
del Estado la voluntad popular que los partidos han contribuido a conformar y manifestar mediante la integración de voluntades e 
intereses particulares en un régimen de pluralismo concurrente. Los partidos son, así, unas instituciones jurídico-políticas, elemento de 
comunicación entre lo social y lo jurídico que hace posible la integración entre gobernantes y gobernados, ideal del sistema democrático”. 
Tribunal Constitucional, sentencia 48/2003, de 12 de marzo de 2003, en Boletín Oficial del Estado, núm. 63 de 14 de 
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manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación 
política (art. 6 CE). El pluralismo político es, a su vez, propugnado como un valor superior 
del ordenamiento jurídico (art. 1.1 CE). La Constitución manifiesta, de este modo, desde 
sus primeros artículos, que la democracia representativa que diseña es, ante todo, una 
democracia de partidos29 en el que la participación de la ciudadanía en la vida política se 
encauza, casi exclusivamente, mediante partidos políticos que, no obstante, son organiza-
ciones privadas30 (aun debiendo ser su estructura interna y funcionamiento democrático). 
En cualquier caso, la crítica no puede ir dirigida al sistema de partidos, dada la inviabili-
dad de cualquier otro modelo alternativo, sino a la perversión del mismo. Como destaca 
Chueca31, los partidos políticos, al menos los tradicionales, son incapaces de renovar sus 
grupos de liderazgo, lo que incide sobre aspectos centrales del funcionamiento del sistema 
representativo.

La representación política aparece configurada en el art. 23.1 CE como un derecho sub-
jetivo fundamental. La interpretación de este precepto, según el cual el derecho a participar 
en los asuntos públicos se puede ejercer directamente o por medio de representantes, no 
debe conducir a la creencia errónea de que la representación es una subespecie de la par-
ticipación política, del mismo rango que la participación directa32. Al contrario, el sistema 
político español es un sistema representativo en el que se incardinan unas escasas institu-
ciones de democracia directa.

En líneas generales, el sistema representativo español mantiene la esencia de los sis-
temas propios de finales del siglo xviii y principios del siglo xix: cada representante lo es 
de todo el pueblo y queda prohibido el mandato imperativo. La prohibición del mandato 
imperativo del art. 67.2 CE es un resquicio del modelo liberal o nacional de representa-
ción según el cual el parlamento no declara la voluntad de la sociedad, como en el modelo 
democrático predominante, sino que la constituye. De esta manera, no existe una voluntad 
preexistente; son los representantes quienes configuran la voluntad nacional. La prohibi-
ción del mandato imperativo excluye la subordinación del parlamentario a lo que no sea su 
propia conciencia en el desempeño de su función33: representa y persigue los intereses de 
toda la ciudadanía, y no los intereses particulares de sus electores.

marzo de 2003, Fundamento Jurídico 5.
	 29 	 Para una opinión contraria, vid. Solozábal Echavarría, Juan José. Representación y partidos políticos, en AA.VV. Cons-

titución y democracia. 25 años de Constitución democrática en España. Actas del Congreso celebrado en Bilbao los días 19 a 21 de 
noviembre de 2003. Bilbao, Servicio Editorial de la Universidad del País Vasco, 2005, vol. I, pág. 199. Según este autor, no 
es posible hablar de “Estado de partidos” porque los partidos políticos son un instrumento fundamental pero no único 
de participación, ya que existen las federaciones y coaliciones o las agrupaciones de electores. Aunque desde un punto 
de vista jurídico-positivo dicha afirmación es totalmente cierta, no lo es menos que el propio constituyente era cons-
ciente de que dicha posibilidad era materialmente poco factible, y así ha quedado demostrado. En cualquier caso, a 
estos efectos, poco importa la distinción entre partido político y federación o coalición, en cuanto que la crítica se cen-
tra en la relación entre órgano privado concurrente a las elecciones y unidad participativa en el órgano representativo.

	 30 	 Según la exposición de motivos de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, 
“[l]os partidos políticos son asociaciones privadas que cumplen una función pública trascendental en nuestro sistema democrático al ser 
instrumentos de representación política y de formación de la voluntad popular”.

	 31 	 Chueca Rodríguez, Ricardo Luis. op. cit., pág. 161.
	 32 	 Ibídem, págs. 161 y 162.
	 33 	 Solozábal Echavarría, Juan José. op. cit., pág. 205.
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Aunque la prohibición del mandato imperativo desvincula al representante de sus 
votantes, surge la cuestión de si el representante está desvinculado de su partido político 
y éste de sus votantes. La práctica política ha demostrado que los parlamentarios no son 
representantes de sus electores, sino de sus partidos, a los que se vinculan mediante una 
nueva forma de “mandato imperativo”34. Se trataría así de un parlamentarismo rígido en 
que los representantes no están sujetos a un mandato imperativo, pero sí a un partido polí-
tico cuyos órganos directores deciden el sentido del voto de los parlamentarios35. La impor-
tancia es máxima, puesto que sólo pueden ser nuestros representantes aquéllos elegidos 
por los partidos políticos, en un contexto de un sistema electoral cerrado y bloqueado. 
Dado que la elección ciudadana lo es a un programa electoral, es esperable, por parte de los 
electores, que los elegidos por ellos mismos actúen en consonancia con el mismo, dada la 
“relación de confianza” generada entre ellos. Al respecto se ha pronunciado el TC: “[l]a fidelidad 
a este compromiso político, que ninguna relación guarda con la obligación derivada de un supuesto man-
dato imperativo, ni excluye, obviamente, el deber de sujeción a la Constitución que ésta misma impone en 
su art. 9.1, no puede ser desconocida ni obstaculizada”36.

Considerando inevitable la intermediación entre representados y representantes que repre-
sentan los partidos, la prohibición del mandato imperativo requiere una reconstrucción teórica 
que permita la aproximación de la ciudadanía a la participación democrática. El ciudadano no 
puede guiar la acción del representante, pero tal vez el representante sí debe estar guiado por 
los sentires de los electores que le han elegido, a través de una rendición de cuentas. Al fin y al 
cabo, el propio TC ha afirmado que “no es teóricamente inimaginable un sistema de democracia mediata 
o indirecta en la que los representantes están vinculados al mandato imperativo de los representados”37.

3 .2  E l  sis t e m a e l e c tor a l
A pesar de la enorme importancia que para el principio democrático representa un sis-

tema electoral que represente proporcionalmente al pueblo, las limitaciones de espacio nos 
obligan a ceñirnos a unas breves reflexiones. La CE establece un criterio de representación 
proporcional para las elecciones al Congreso de los Diputados y a los parlamentos auto-
nómicos (art. 68.3 y 152.1 CE)38. El sistema electoral español utiliza circunscripciones 
provinciales (art. 60.1 CE), una asignación mínima de dos diputados por cada una (art. 
162.2 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General) y el 
método D’Hondt de reparto de escaños; la conjunción de estos factores premia a las for-
maciones más votadas y castiga a las siguientes, con el objetivo de garantizar la estabilidad 
gubernamental.

	 34 	 Tribunal Constitucional, sentencias 32/1985, de 6 de marzo de 1985, en Boletín Oficial del Estado, núm. 74 de 27 de 
marzo de 1985; 141/1990, de 20 de septiembre de 1990, en Boletín Oficial del Estado, núm. 254 de 23 de octubre de 1990; 
163/1991, de 18 de julio de 1991, en Boletín Oficial del Estado, núm. 190 de 9 de agosto de 1991.

	 35 	 Asensi Sabater, José et al. Iniciación a la Constitución. Alicante, Universidad de Alicante, 1982.

	 36 	 Tribunal Constitucional, sentencia 119/1990, de 21 de junio de 1990, en Boletín Oficial del Estado, núm. 160 de 5 de julio 
de 1990, Fundamento Jurídico 7.

	 37 	 Tribunal Constitucional, sentencia 10/1983, de 21 de febrero de 1983, en Boletín Oficial del Estado, núm. 70 de 23 de 
marzo de 1983, Fundamento Jurídico 2.

	 38 	 El Senado cuenta con un sistema de representación que incluye senadores elegidos en las elecciones generales y sena-
dores designados por las Comunidades Autónomas (art. 69 CE).
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Por lo que respeta a la barrera electoral, que excluye de la representación parlamentaria a 
aquellas candidaturas que no hubieran obtenido, al menos, el 3% de los votos válidos emiti-
dos en la circunscripción (art. 163.1.a) de la Ley Orgánica 5/1985) se ha alegado por el TC que 
su objetivo es que “la proporcionalidad electoral sea compatible con el resultado de que la representación 
de los electores en tales Cámaras no sea en exceso fragmentaria, quedando encomendada a formaciones polí-
ticas de cierta relevancia”39. Por el contrario, puede argumentarse que dicho mecanismo afecta al 
pluralismo y al principio de igualdad respecto a la consideración del valor de los sufragios. 

4 La democracia participativa como respuesta a la crisis  de legi-
timidad de la democracia representativa

Como se ha venido exponiendo a lo largo del trabajo, los importantes vacíos de control 
ciudadano en los actuales espacios de toma de decisiones requieren de un replanteamiento 
de la democracia. Es necesario diseñar un nuevo sistema político en donde predomine lo 
público sobre lo privado, el interés ciudadano sobre el interés económico. Dotemos para 
ello de contenido al concepto, de momento incipiente, de “democracia participativa”. Acep-
temos la expresión, originada en las Ciencias Políticas en las décadas de 1960 y 1970, como 
un término jurídico capaz de desplegar efectos jurídicos40.

4.1  Conc e p to  de de moc r ac i a pa rt ic i pat i va
A partir de la definición de Ramírez41, podemos entender la democracia participativa 

como un elemento evolutivo propio del desarrollo de la democracia representativa que no 
supone la desaparición total de los representantes ni requiere la reunión física de toda la ciu-
dadanía en una asamblea, sino que consiste en la introducción de elementos de participa-
ción popular (referendos, iniciativas populares, revocaciones de mandato…) en el sistema 
de democracia representativa a efectos de un mayor control por parte de la ciudadanía.

Se ha señalado42 que la democracia participativa alude a aquellas acciones ciudadanas 
que tiene como objetivo la participación en la gestión jurídico-política y la consecución 
de la máxima identidad entre la voluntad popular y las decisiones acordadas por los repre-
sentantes. La finalidad última de este sistema sería tanto hacer efectivo el derecho de parti-
cipación política a que alude el art. 23 CE como ejercer un efectivo control popular sobre 
los titulares del poder. Para Conejero43, la democracia participativa permite concebir una 
ciudadanía comprometida con la mejora continua del bienestar colectivo más allá de sus 
preocupaciones e intereses individuales; una ciudadanía exigente pero también responsa-
ble (ciudadanos co-decisores, co-responsables y co-evaluadores de las políticas públicas).

	 39 	 Tribunal Constitucional, sentencia 75/1985, de 21 de junio de 1985, en Boletín Oficial del Estado, núm. 170 de 17 de julio 
de 1985, Fundamento Jurídico 5.

	 40 	 Aunque con recelos en España, el “nuevo constitucionalismo latinoamericano” (Constituciones de Colombia de 1991, 
Argentina de 1994, Venezuela de 1999, Ecuador de 2008 y Bolivia de 2009), intentó, con mayor o menor éxito, reforzar 
la participación popular en un sistema de democracia participativa.

	 41 	 Ramírez Nárdiz, Alfredo. Democracia participativa. La democracia participativa como profundización en la democracia. Valèn-
cia, Tirant lo Blanch, 2010, pág. 12.

	 42 	 Álvarez Conde, Enrique y Tur Ausina, Rosario. Derecho Constitucional. Madrid, Editorial Tecnos, 2012, pág. 68.
	 43 	 Conejero Paz, Enrique. Globalización, gobernanza local y democracia participativa, en Cuadernos Constitucionales de la Cátedra 

Fadrique Furió Ceriol, 2005 (núm. 52-53), págs. 26 y 27.
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Frente a la defensa del aumento del poder ciudadano, se ha alegado, por el contrario, que 
la ciudadanía es incapaz de adoptar decisiones políticas responsables porque que no puede 
responsabilizarse más allá de una esfera estrictamente privada. Aunque optamos por una 
defensa de la democracia participativa, asumimos las críticas basadas en que el incremento 
de demandas populares puede generar un elevado nivel de frustración, la falta de cultura 
participativa y el riesgo siempre presente de la incursión en la demagogia y el populismo.

4 .2  De mo c r ac i a r e pr e se n tat i va y de moc r ac i a di r e c ta e n 
E spa ñ a

En la historia del constitucionalismo español son escasas las referencias a la democracia 
directa. Sólo en la Constitución de la Segunda República de 1931 podemos encontrar ins-
tituciones de participación directa: el plebiscito para la aprobación de los Estatutos regio-
nales (art. 12), utilizado en tres ocasiones, y los nunca empleados referéndum e iniciativa 
popular (art. 66). Por su parte, el único procedimiento de sufragio universal directo durante 
el régimen franquista estuvo representado por el art. 2 de la Ley de Referéndum Nacio-
nal, de 22 de octubre de 1945, que diseñaba un referéndum dirigido a todos los hombres 
y mujeres de la nación mayores de veintiún años. Dicho referéndum fue utilizado en dos 
ocasiones: para aprobar la Ley de Sucesión de 1947 y la Ley Orgánica del Estado de 1966. El 
referéndum franquista, no obstante, no tenía tanto la finalidad de implicar activamente a la 
ciudadanía en la toma de decisiones como erigirse en instrumento de legitimación plebis-
citaria del régimen44. Finalmente, el referéndum de 15 de diciembre de 1976 supuso la apro-
bación, con el 94’17% de los votos y una participación del 77’8%, del Proyecto de Ley para la 
Reforma Política, que significó el final del franquismo y el inicio del proceso constituyente.

Como indicó el TC45, el art. 1.3 CE “proclama la Monarquía parlamentaria como forma de gobierno 
o forma política del Estado español y, acorde con esta premisa, diseña un sistema de participación política 
de los ciudadanos en el que priman los mecanismos de democracia representativa sobre los de participación 
directa”. La Constitución, “al regular las características de los instrumentos de participación directa, res-
tringe su alcance y condiciones de ejercicio”. Por su parte, “[l]os mecanismos de participación directa en 
los asuntos públicos quedan restringidos a aquellos supuestos en los que la Constitución expresamente los 
impone (caso de la reforma constitucional por la vía del art. 168 CE y de los procedimientos de elaboración 
y reforma estatutarios previstos en los arts. 151.1 y 2 y 152.2 CE) o a aquellos que, también expresamente 
contemplados, supedita a la pertinente autorización del representante del pueblo soberano (Cortes Generales) 
o de una de sus Cámaras”46. Afirma el TC que, “aún si se admitiera que la Ley puede ampliar los casos de 
participación directa, los supuestos habrían de ser, en todo caso, excepcionales en un régimen de democracia 
representativa como el instaurado por nuestra Constitución”47.

La Constitución española, pues, responde a los esquemas de un sistema representativo, 
único posible según Kelsen, quien afirmaba que “el parlamentarismo es la única forma real en 

	 44 	 Aguiar de Luque, Luis. Democracia directa y Estado constitucional. Madrid, EDERSA, 1977, págs. 274 y 275.
	 45 	 Tribunal Constitucional, sentencia 76/1994, de 14 de marzo de 1994, en Boletín Oficial del Estado, núm. 89 de 14 de abril 

de 1994, Fundamento Jurídico 3.
	 46 	 Tribunal Constitucional, sentencia 103/2008, de 11 de septiembre de 2008, en Boletín Oficial del Estado, núm. 245 de 10 

de octubre de 2008, Fundamento Jurídico 2.
	 47 	 Tribunal Constitucional, sentencia 119/1995, de 17 de julio de 1995, en Boletín Oficial del Estado, núm. 200 de 22 de 

agosto de 1995, Fundamento Jurídico 3.
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que se puede plasmar la idea de la democracia dentro de la realidad social presente”48. El sistema polí-
tico español carece de instituciones de democracia estrictamente directa, salvo el concejo 
abierto a que se refiere el art. 140 CE49, por lo que hemos de hablar de “instrumentos de par-
ticipación ciudadana en los asuntos públicos”, por inferencia del art. 23 CE. España dispone 
de un sistema de democracia representativa en que la voluntad soberana se representa en 
las Cortes Generales (art. 66.1 CE), por lo que los instrumentos de democracia directa quedan 
estrictamente restringidos a los términos que se desprendan de la Constitución: “[s]e trata 
de una democracia representativa como regla general, complementada con determinados instrumentos de 
democracia directa, que han de operar, como es lógico y constitucionalmente exigido, no como minusva-
loración o sustitución sino como reforzamiento de esa democracia representativa”50. Según de Vega51, 
“ni la iniciativa popular, ni el referéndum pretenden suplantar los mecanismos y el ejercicio normal de los 
poderes constituidos. Su actuación no implica el asalto al Estado constitucional, sino que, al contrario, 
significa una complementación del sistema de los checks and balances”. Como apuntaba Carré 
de Malberg, “la introducción de formas de participación popular directa no pretende únicamente dar 
satisfacción a las aspiraciones democráticas, sino que se inscribe en un movimiento de reacción frente al 
parlamentarismo absoluto”52.

Los instrumentos de participación ciudadana en el sistema representativo español son 
escasos y restrictivos53, fruto de la connotación autoritaria y antipartidista54 de que fueron 
dotados durante el régimen franquista55. Frente a los intentos del diputado y otrora minis-
tro franquista Manuel Fraga de introducir en el texto constitucional elementos de “demo-
cracia directa”, los partidos del centro y la izquierda del espectro político insistieron en 
la necesidad primordial de consolidar el sistema parlamentario y de partidos para evitar 
que los referéndums pudieran desautorizar y desplazar a las Cortes Generales56. Ello ha 

	 48 	 Kelsen, Hans. Esencia y valor de la democracia. Barcelona, Labor, 1934, pág. 47.
	 49 	 Esta institución, que únicamente tiene cierta raigambre en algunas zonas de nuestro país, no puede ser conside-

rada como una alternativa válida a los ayuntamientos, careciendo del significado que otras instituciones semejantes 
poseen, como los Landsgemeinde​ suizos. Álvarez Conde, Enrique y Tur Ausina, Rosario. op. cit., pág. 68.

	 50 	 Tribunal Constitucional, sentencia 103/2008, op. cit., Fundamento Jurídico 2.

	 51 	 de Vega García, Pedro. La reforma constitucional y la problemática del poder constituyente. Madrid, Editorial Tecnos, 1985, 
pág. 139.

	 52 	 A través de Torres del Moral, Antonio. Estado de Derecho y Democracia de Partidos. Madrid, Universidad Complutense, 
Instituto de Ciencias de la Educación, 1991, pág. 354.

	 53 	 No comparte esta visión el TC, que considera suficientes los mecanismos constitucionales de participación ciudadana: 
“[n]uestra democracia constitucional garantiza, de manera muy amplia, la participación de los ciudadanos en la vida pública y en el 
destino colectivo, decidiendo éstos, periódicamente, a través de las elecciones de representantes en las Cortes Generales (arts. 68 y 69 CE), 
en los parlamentos autonómicos (art. 152.1 CE y preceptos de todos los Estatutos de Autonomía) y en los Ayuntamientos (art. 140 CE), 
acerca del destino político de la comunidad nacional en todas sus esferas, general, autonómica y local. Más aún, la Constitución incluso 
asegura que sólo los ciudadanos, actuando necesariamente al final del proceso de reforma, puedan disponer del poder supremo, esto 
es, del poder de modificar sin límites la propia Constitución (art. 168 CE)”. Todo ello conforma “uno de los sistemas democráticos 
más plenos que cabe encontrar en el Derecho Constitucional comparado”. Tribunal Constitucional, sentencia 103/2008, op. cit., 
Fundamento Jurídico 2.

	 54 	 Como indica Aguiar, las instituciones de participación directa tienen un claro significado antipartidista, pues supo-
nen una marginación del cauce parlamentario, una forma de plantear demandas sociales al margen del sistema de 
partidos, lo que les priva de sus funciones principales y, finalmente, porque el grado de disciplina del votante hacia los 
órganos directivos del partido es mucho menor. Aguiar de Luque, Luis. op. cit., pág. 316.

	 55 	 Torres del Moral, Antonio (1998). op. cit., pág. 78.
	 56 	 Ibídem, pág. 78.
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supuesto, por ende, una consolidación de la “democracia de partidos” a la que nos hemos 
referido en apartados anteriores.

4.3  I ns t i t uc ion e s de de moc r ac i a pa rt ic i pat i va
Si bien es en el ámbito subestatal, sobre todo local, donde podemos localizar los instru-

mentos más avanzados de democracia participativa, como los presupuestos participativos 
o las consultas municipales, centraremos nuestra atención en los instrumentos de demo-
cracia participativa aplicables a cualquier espacio de toma de decisiones57.

4.3.1 El referéndum
El referéndum es una consulta de naturaleza jurídica58 por la que se pide al cuerpo elec-

toral que se pronuncie sobre un asunto determinado: aprobar o rechazar una Constitu-
ción, una ley, una reforma constitucional o una reforma legal. Actúa, además, como un 
mecanismo de legitimación, ya que refuerza la norma jurídica ratificada con el plus de legi-
timidad que supone contar con la aprobación expresa y libremente manifestada de la ciu-
dadanía, además de ser un sistema de control de la ciudadanía sobre sus representantes59.

Respecto a su regulación en España60, el art. 92 CE61 establece que las decisiones polí-
ticas de especial trascendencia —concepto que corresponde delimitar al presidente del 
gobierno62— podrán ser sometidas a referéndum consultivo de todos los ciudadanos. Ade-
más de este referéndum facultativo, consultivo y no vinculante63, de competencia exclu	
siva del Estado central (art. 149.1.32 CE), el texto constitucional regula el referéndum de 
reforma constitucional, facultativo en el procedimiento ordinario de reforma (art. 167.3 
CE) e imperativo en el procedimiento agravado (art. 168.3 CE). Al respecto, se ha señalado64 
que la cuestión del referéndum constitucional ha sido siempre mucho menos polémica que 
el referéndum consultivo y, en general, que las instituciones de democracia directa, pues 
aúna participación directa y rigidez constitucional.

Asimismo, hemos de citar los referéndums propios del Estado autonómico, que sólo 

	 57 	 Asimismo, tampoco analizaremos otros instrumentos participativos como la participación en la Administración 
Pública (art. 105 CE; art. 13 de la Ley de 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas; Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno) o en la Administración de Justicia (art. 125 CE) ni las consultas populares municipales (Disposición adicio-
nal única de la Ley Orgánica 2/1980, que remite a la legislación de Régimen Local, y art. 18.f) de la Ley 7/1985, de 2 de 
abril, reguladora de las bases de Régimen Local).

	 58 	 Ramírez Nárdiz, Alfredo. op. cit., pág. 176.
	 59 	 Asensi Sabater, José et al. op. cit.
	 60 	 El marco regulatorio básico lo encontramos en la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distin-

tas modalidades de referéndum.
	 61 	 El referéndum consultivo se encuentra en el Capítulo II del Título III, dedicado a la elaboración de las leyes, porque su 

equivalente en el anteproyecto de Constitución, el art. 85, incluía un referéndum legislativo abrogatorio.
	 62 	 Linde Paniagua, Enrique y Herrero Lera, Miguel. El referéndum: de las Leyes Fundamentales al Anteproyecto de Constitu-

ción, en Revista de Estudios Políticos, 1978 (núm. 2), pág. 95.
	 63 	 Acerca de la efectividad jurídica del referéndum consultivo del art. 92 CE, Aragón considera que se trata de una 

consulta facultativa pero vinculante, un medio de comprobación de que la voluntad del pueblo coincide o no con la 
voluntad del poder. Aragón Reyes, Manuel. op. cit., págs. 129 y 130.

	 64 	 Santamaría, Julián. Participación política y democracia directa, en AA.VV. Estudios de Ciencia Política y Sociología. Homenaje 
al profesor Carlos Ollero. Madrid, Carlavilla, 1972, pág. 755.
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proceden para determinadas Comunidades Autónomas (las que hubieran accedido por 
la “vía rápida”) o bajo determinadas condiciones: los referéndums para la ratificación de 
la iniciativa del proceso autonómico (art. 151.1 CE), para la aprobación de los Estatutos 
de Autonomía (art. 151.2), para la reforma del Estatuto (art. 152.2 CE) y para una posible 
incorporación de Navarra a la Comunidad Autónoma del País Vasco (Disposición Transi-
toria Cuarta de la CE). 

Hasta la fecha se han realizado dos referéndums consultivos del art. 92 CE: el primero, 
sobre la permanencia de España en la OTAN en 198665, y el segundo, para la aprobación de 
la “Constitución Europea” en 200566.

Entre los principales obstáculos del referéndum, sobre todo del consultivo, se encuentra 
el carácter limitado de su objeto (ceñido a la aprobación o desaprobación de la decisión con-
sultada y no a la deliberación de la misma), la volátil percepción del interés que puede tener el 
asunto para la ciudadanía, el bajo nivel de información de los votantes, el riesgo de demagogia 
o el elevado coste de los procedimientos electorales. Finalmente, es importante diferenciar el 
referéndum del plebiscito. A diferencia del primero, en que se consultan actos de naturaleza 
jurídica, el objeto del plebiscito son actos de naturaleza política o gubernamental, aunque sean 
susceptibles de adquirir forma jurídica67. Propio de los regímenes autoritarios, pretende una legi-
timación meramente aparente del proponente (la adhesión a una persona), en contextos donde 
no existe libertad de expresión ni pluralismo político. También puede asumirse la conceptua-
ción efectuada por Aguiar68, según el cual el referéndum es un procedimiento de intervención 
popular directa en el que se respeta la racionalidad y la normatividad constitucional, tanto en 
el procedimiento como en el contenido de la consulta, mientras que el plebiscito se plantea en 
términos de predominancia de la decisión política sin consideración de la racionalidad jurídica, 
esto es, violando el sistema legal para consultar una determinada opción política.

4.3.2 La iniciativa popular.
La iniciativa popular consiste en la presentación por parte de un colectivo de la pobla-

ción de una determinada propuesta para ser tomada en consideración por parte de las 
autoridades gubernamentales. Existen tantos tipos de iniciativas populares como posibles 
objetos69: para la iniciación de la reforma constitucional, para una convocatoria de refe-
réndum, para la derogación total o parcial de leyes o para la denuncia de tratados, etc. Sin 
embargo, la más reconocida en el entorno europeo es la iniciativa legislativa popular.

En España, la iniciativa legislativa popular se encuentra regulada en el art. 87.3 CE70, que 

	 65 	 Real Decreto 214/1986, de 6 de febrero, por el que se somete a referéndum de la nación la decisión política del 
Gobierno en relación con la Alianza Atlántica (Boletín Oficial del Estado, núm. 33, de 7 de febrero de 1986). Resultados: 
participación: 59’73%; votos a favor: 52’53%: votos en contra: 39’84%; votos en blanco: 6’54%: votos nulos: 1’09%.

	 66 	 Real Decreto 5/2005, de 14 de enero, por el que se somete a referéndum consultivo de la Nación la decisión política 
de ratificar el Tratado por el que se establece una Constitución para Europa (Boletín Oficial del Estado, núm. 13, de 15 de 
enero de 2005). Resultados: participación: 42’32%; votos a favor: 76’73%; votos en contra: 17’24%; votos en blanco: 
6’03%; votos nulos: 0’86%.

	 67 	 Ramírez Nárdiz, Alfredo. op. cit., pág. 181.
	 68 	 Aguiar de Luque, Luis. op. cit., págs. 115 y 116.
	 69 	 Ramírez Nárdiz, Alfredo. op. cit., págs. 182 a 184.
	 70 	 El marco regulatorio básico lo encontramos en la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, reguladora de la iniciativa 

legislativa popular. Se han presentado iniciativas legislativas en múltiples campos: establecimiento de pensiones de 
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exige 500.000 firmas acreditadas, impone su tramitación como una proposición de ley y 
excluye de su objeto las materias propias de ley orgánica, tributarias o de carácter interna-
cional y las relativas a la prerrogativa de gracia. Asimismo, queda excluida de la reforma 
constitucional (art. 166 CE).

El elevado número de firmas exigido (en Italia, por ejemplo, sólo se exigen 50.000) y las 
materias excluidas de este instrumento explican el escaso número de iniciativas legislativas 
populares: hasta la XII legislatura, que finalizó en marzo de 2019, se han registrado ciento 
cuatro iniciativas, de las cuales dos han sido subsumidas en otras71 y solo una se ha apro-
bado (con modificaciones): la Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la regulación de la 
Tauromaquia como patrimonio cultural.

5  A modo de conclusión: la necesidad de una reforma constitu-
cional

El objetivo del presente trabajo ha sido aportar una visión global de las diferentes ten-
siones a las que se ve sometido el principio democrático desde finales del siglo xx y princi-
pios del siglo xxi. Es en este periodo cuando se relanza la necesidad de dotar de contenido 
al mandato del preámbulo constitucional de “establecer una sociedad democrática avan-
zada”. El constituyente era consciente de que el sistema democrático diseñado era un sis-
tema transitorio hacia una democracia avanzada, por lo que es momento de desligar el 
concepto de democracia del principio monárquico del que es opositor hacia un concepto 
que tenga por objeto una mayor participación ciudadana. Tras cuarenta años de vigencia de 
la Constitución española, es procedente realizar una revisión y reforma de la Carta Magna, 
y cualquier debate sobre una reforma constitucional debe incluir, junto a un replantea-
miento del modelo territorial, una mayor protección de los derechos fundamentales y la 
implantación del principio de igualdad en la institución de la Corona (vid. art. 57.1 CE), la 
profundización del principio democrático. La representación política es el único modelo 
viable de democracia constitucional. La complejidad de los asuntos políticos, las exigencias 
técnico-jurídicas y el acelerado ritmo de vida impiden la generalización de los instrumen-
tos de democracia directa. Ahora bien, la crisis de legitimidad del sistema representativo no 
puede obviar la potencialidad que estos instrumentos pueden desplegar en relación con la 
interconexión entre representantes y representados. Es inadecuado otorgar un mayor valor 
a la democracia directa sobre la democracia representativa, pero no carece ciertamente de 
fundamento que los instrumentos de democracia directa contribuyen a una ciudadanía 
más activa y comprometida y, por tanto, corresponsable. La Constitución española reforzó, 
de la mejor manera posible, la democracia representativa, pero es momento de ampliar los 
instrumentos de democracia directa para implicar activamente a la ciudadanía en la toma 
de decisiones y, con ello, responsabilizarlos en la tarea colectiva de organizar la res publica. 

jubilación para administradores familiares; jornada de los médicos titulares y jornada laboral en general; abolición 
del trabajo precario; promoción y regulación del ejercicio, disfrute y comercialización del arte; subcontratación en el 
sector de la construcción; protección de las personas mayores; regulación del acceso de colectivos y asociaciones de 
discapacitados a autorizaciones de celebración, a nivel nacional, de rifas, tómbolas y sorteos con premios en valores, 
metálico y signo que lo represente; etc. 

	 71 	 Se trata de proposiciones de ley sobre reclamación de deudas comunitarias y sobre regulación de la dación en pago, 
paralización de los desahucios y alquiler social.
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